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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LOS ELEMENTOS PARA DETERMINAR EL MONTO ORIGINAL
DE INVERSIONES EN ACTIVOS INTANGIBLES QUE PERMITEN LA EXPLOTACIÓN DE BIENES
DE DOMINIO PÚBLICO NO VULNERAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD
JURÍDICA. 
  
  
La interpretación sistemática de los artículos 25, fracción IV; 31, párrafos primero y segundo; 32 y
33, fracción IV, de la Ley del Impuesto sobre la Renta revela el procedimiento para calcular las
deducciones por concepto de inversiones en gastos diferidos, que incluyen los activos intangibles
que permiten la explotación de un bien de dominio público. Dicho procedimiento consiste en aplicar
el porcentaje máximo autorizado por el artículo 33, fracción IV, sobre el monto original de la
inversión, el cual comprende los elementos previstos en el segundo párrafo del artículo 31 del
ordenamiento de referencia. Ahora bien, es cierto que el monto original de la inversión está
construido con base en elementos cuantitativos que no son exclusivamente propios de los gastos
diferidos. Sin embargo, ello en nada afecta la constitucionalidad del procedimiento en cuestión, pues
la referencia a esos otros elementos obedece a que las inversiones susceptibles de deducir en
materia de impuesto sobre la renta incluyen, además de los gastos diferidos, los activos fijos y los
cargos diferidos, e inclusive, las erogaciones realizadas en periodos preoperativos. Además, el
hecho de que el procedimiento para determinar el monto original de una inversión sea genérico, de
ninguna forma provoca inseguridad jurídica, ya que tanto los activos fijos como los gastos diferidos
comportan un denominador común, a saber: ambas categorías constituyen inversiones para efectos
de la Ley del Impuesto sobre la Renta; sin que exista mandato constitucional que obligue al
legislador a diseñar un procedimiento específico para calcular el monto original de cada tipo de
inversiones, máxime cuando en el procedimiento genérico estableció los elementos necesarios para
que el contribuyente conozca el monto máximo que puede deducir.
  
  
Amparo en revisión 541/2019. Procesadora de Aves de Tepa, S.A. de C.V. 16 de octubre de 2019.
Cinco votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular
voto concurrente, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá.
Secretario: Víctor Manuel Rocha Mercado.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 24 de enero de 2020 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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IMPUESTO SOBRE LA RENTA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXXII, DE LA LEY RELATIVA,
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2020, AL PREVER EN QUÉ PROPORCIÓN DEBE
REPARTIRSE EL IMPORTE A QUE SE REFIERE, A EFECTO DE DETERMINAR EL MONTO DE
INTERESES NO DEDUCIBLES, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD JURÍDICA Y DE
LEGALIDAD TRIBUTARIA.
  
  
Hechos: Una empresa, al promover un juicio de amparo indirecto, cuestionó la constitucionalidad del
artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del uno de enero
de dos mil veinte, por transgredir los principios de seguridad jurídica y de legalidad tributaria, pues
consideró que no es claro en el procedimiento para determinar el importe de los intereses que
podrán o no deducirse. El Juez de Distrito sobreseyó en el juicio señalando que no se demostró el
acto de aplicación del precepto impugnado, decisión que fue revocada por el Tribunal Colegiado de
Circuito del conocimiento, pues consideró que la norma es de naturaleza autoaplicativa, por lo que
remitió el asunto a la Suprema Corte para su estudio.
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el
artículo 28, fracción XXXII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del uno de enero
de dos mil veinte, al prever en qué proporción debe repartirse el importe de $20’000,000.00 (veinte
millones de pesos 00/100 moneda nacional), entre las partes relacionadas, a efecto de determinar
los intereses no deducibles, no viola los principios de seguridad jurídica y de legalidad tributaria.
 
Justificación: Ello es así, pues del texto de la propia fracción XXXII impugnada, se advierte que la
misma sólo será aplicable a los contribuyentes cuyos intereses devengados durante el ejercicio, que
deriven de sus deudas, excedan de $20’000,000.00 (veinte millones de pesos 00/100 moneda
nacional), y que dicha cantidad se repartirá entre las personas miembros del grupo o partes
relacionadas, en la proporción de los ingresos acumulables generados durante el ejercicio anterior
por los contribuyentes a los que les aplica esta fracción, es decir, el procedimiento está indicado.
  
  
Amparo en revisión 381/2021. Turismo Gargo, S.A. de C.V. 29 de junio de 2022. Mayoría de tres
votos de la Ministra Norma Lucía Piña Hernández, y los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausente: Ministra Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente:
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro
Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Brenda Montesinos Solano.
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Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2022 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial
de la Federación.
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SEGURIDAD JURÍDICA EN MATERIA TRIBUTARIA. EN QUÉ CONSISTE.
  
  
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el principio de
seguridad jurídica consagrado en la Constitución General de la República, es la base sobre la cual
descansa el sistema jurídico mexicano, de manera tal que lo que tutela es que el gobernado jamás
se encuentre en una situación de incertidumbre jurídica y, por tanto, en estado de indefensión. En
ese sentido, el contenido esencial de dicho principio radica en "saber a qué atenerse" respecto de la
regulación normativa prevista en la ley y a la actuación de la autoridad. Así, en materia tributaria
debe destacarse el relevante papel que se concede a la ley (tanto en su concepción de voluntad
general, como de razón ordenadora) como instrumento garantizador de un trato igual (objetivo) de
todos ante la ley, frente a las arbitrariedades y abusos de la autoridad, lo que equivale a afirmar,
desde un punto de vista positivo, la importancia de la ley como vehículo generador de certeza, y
desde un punto de vista negativo, el papel de la ley como mecanismo de defensa frente a las
posibles arbitrariedades de los órganos del Estado. De esta forma, las manifestaciones concretas
del principio de seguridad jurídica en materia tributaria, se pueden compendiar en la certeza en el
derecho y la interdicción de la arbitrariedad o prohibición del exceso; la primera, a su vez, en la
estabilidad del ordenamiento normativo, suficiente desarrollo y la certidumbre sobre los remedios
jurídicos a disposición del contribuyente, en caso de no cumplirse con las previsiones del
ordenamiento; y, la segunda, principal, más no exclusivamente, a través de los principios de
proporcionalidad y jerarquía normativa, por lo que la existencia de un ordenamiento tributario,
partícipe de las características de todo ordenamiento jurídico, es producto de la juridificación del
fenómeno tributario y su conversión en una realidad normada, y tal ordenamiento público constituirá
un sistema de seguridad jurídica formal o de "seguridad a través del Derecho".
  
  
Amparo en revisión 820/2011. Estación de Servicios Los Álamos, S.A. de C.V. 8 de febrero de 2012.
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Amparo directo en revisión 251/2012. Maquilas y Detallistas, S.A. de C.V. 7 de marzo de 2012.
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Amparo directo en revisión 686/2012. Incomer, S.A. de C.V. 25 de abril de 2012. Cinco votos.
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.
 
Amparo directo en revisión 1073/2012. Gold Medal Construction, S.A. de C.V. 27 de junio de 2012.
Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
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Amparo en revisión 416/2012. Teléfonos de México, S.A.B. de C.V. 8 de agosto de 2012. Cinco
votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
 
Tesis de jurisprudencia 139/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada de veintiuno de noviembre de dos mil doce.
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